CAPITULO VIII
Un concepto  muy importante en la historiografía nacional es la evolución constitucional – un proceso lógico y lineal entre la monarquía absoluta, las nuevas ideas, las constituciones liberales, la consolidación de la república (1830)  y la democracia de masas (siglo XX). La Historia concurre a un desarrollo jurídico del Estado de Derecho.

El sumario de este capítulo según nuestra historiadora se integra con: la Asamblea Constituyente, criterios que siguieron los constituyentes de 1830, el informe de Ellauri, fuentes, ciudadanía, poder legislativo, poder ejecutivo, poder judicial, gobiernos locales, capítulo de derechos y garantías y  juicio sobre esta constitución.

La Convención Preliminar de Paz establecía la elección de una Asamblea Constituyente para redacción de la norma fundamental, que sería revisada por los gobiernos contratantes. La Asamblea fue presidida por Silvestre Blanco y la Comisión para redactar la constitución quedó integrada con Ellauri, Zudáñez, Giró, Etchevarriarza, Zubillaga, Cavia y García. Otros aportes vinieron de Vázquez, Pereira, Pérez, Chucarro y Vidal. Cabe anotar que Ellauri había vivido en Buenos Aires y Zudáñez en Charcas y Chile, argumentos utilizados por los críticos a esta constitución.
En la época se seguían dos criterios en materia jurídica: el idealismo francés y el historicismo alemán. El idealismo francés determina que la ley configura el futuro de una comunicad en forma independiente de sus características sociales, las leyes son abstractas, universales y fundadas en los derechos del hombre. El historicismo alemán se pone en el extremo de que son los hechos los que determinan las leyes.

Blanca Villalba se asocia a las críticas de Alberto Zum Felde en cuanto que esta constitución  se inspira en el idealismo francés que consiguió constituciones estériles sin relación a la vida política social y económica de los países. Siguiendo a Zum Felde el ideal es determinar la conducción de esas realidades en el sentido de las nuevas instituciones republicanas. Reitera que estos constituyentes vivían  ajenos a esos procesos del país y reprodujeron ese mismo idealismo individualista.

Ellauri en su informe sostiene que no es una constitución original. La crítica de Zum Felde es que debió ser creativa e innovadora. El informe se centra en la forma de gobierno, los derechos de los ciudadanos y los poderes públicos. Las fuentes de la constitución fueron: la constitución de Rivadavia de 1826, la declaración de derechos de 1789, la constitución de los Estados Unidos, la constitución española de 1812. En todos los casos se siguió el concepto francés de que la soberanía radica en la nación.

Comienza con una invocación que la profesora Blanca Villalba asocia con que el Estado es Católico pero en realidad es una invocación masónica de cuño británico.

Respecto de la ciudadanía analiza en primer lugar las dos condiciones: natural  y legal, y de esta las condiciones para obtenerla. Agrega las causales de suspensión sin hacer comentarios.

Del Poder Legislativo destaca la Asamblea General compuesta de dos cámaras – Senadores y Diputados – Para el senado enumera las condiciones de la elección indirecta, la duración de 6 años, la elección por departamento, 30 años y un capital de 10 mil pesos. Para la cámara de representantes, un diputado cada 3 mil habitantes,  duración de 3 años, capital de 4 mil pesos y 25 años. Estarán sometidos a juicio de pares y no serán responsables por las opiniones que emitidas. Enumera a continuación las funciones ordinarias y especiales de cada cámara. Menciona la comisión permanente integrada por 7 miembros – 5 diputados y 2 senadores -.

En el planteo del debate si es conveniente un sistema unicameral ó bicameral puntualiza: que la Constitución adoptó el sistema bicameral  y agrega a título expreso “no es unánime la aceptación de este sistema que rechazan en general los partidos de izquierda. Se ha dicho para impugnarlo que es más oneroso que el unicameral, que alarga enormemente las discusiones de los proyectos de ley, y que siendo una la voluntad del pueblo, no se concibe porque se han de crear dos cámaras. Esta objeción, que parece muy consistente no lo es. Sabemos que la noción jurídica de representación hace que cada delegado del pueblo represente la voluntad de este y sea parte de ella; las dos cámaras invisten igual carácter representativo, y no hay oposición entre ellas, ni puede haberla”.
Agrega que el sistema bicameral permite un estudio de los proyectos de ley con diferentes criterios evitando los apremios.

Otra crítica es la exclusión de los militares de ambas cámaras, evidente resultado de la “dictadura” de Lavalleja, agregando el indeterminado concepto de estado, influencia y arrogancia de los militares de la época.

Sigue la enumeración de las atribuciones de la Asamblea General, precisando la de designar el Presidente de la República.

Inmediatamente en el apartado del Poder Ejecutivo destaca: el presidencialismo, su elección por la Asamblea General, duración de 4 años, sin reelección. Plantea la diferencia con el sistema parlamentario vigente en la constitución de 1934. Siguiendo un minucioso análisis de sus atribuciones, limitaciones de su autoridad y obligaciones. 

Citando a Falcao Espalter dice que nuestros primeros presidentes aprovecharon la importancia del poder ejecutivo, por encima del equilibrio de poderes siendo “soldados acostumbrados al despotismo de los campamentos  y a considerar suyo cuanto les rodeara”. Hace referencia al mismo concepto jurídico comentado por Zum Felde, Jiménez de Aréchaga y Blanco Acevedo. Estos elementos contribuyeron a las tensiones entre la Asamblea General  y el Presidente siendo evidentes en las renuncias de Oribe, Giró y Ellauri, incubando el concepto de Golpe de Estado para imponerse sobre la censura y fiscalización parlamentaria.
Sobre el Poder Judicial, el apartado solo enumera: Alta Corte de Justicia, Tribunal de Apelaciones  y Juzgados de Primera Instancia. En cada departamento las seccionales judiciales tienen Jueces de Paz y en las capitales departamentales Jueces Letrados. En su análisis conceptual afirma: “una sentencia injusta causa más daño que una mala ley”.

Con el subtítulo gobiernos locales analiza los gobiernos departamentales: los jefes políticos son los agentes del Poder Ejecutivo y las juntas económicas administrativas integradas por 5 o 9 miembros.

En la crítica a la constitución refiere la sustitución de los Cabildos cuya actividad era real y referencia de las opiniones de los vecinos. Por su parte las Juntas se presentaron carentes de recursos, sin libertad ni eficacia. Nuestra profesora exalta al municipio como “célula viva de organización política, órgano primero de toda resistencia contra el despotismo… estos (los cabildos) eran activos; la larga escuela del coloniaje puso en sus manos mil asuntos que resolvieron de acuerdo al interés general; las juntas no podían hacer nada, porque carecían de medios para ello”. En otro apartado – se extiende en el elogio al cabildo -  “los cabildos, eran más, muchísimo más que los organismos que ordenaban la vida de la ciudad, en ellos os ciudadanos aprendían la ciencia del Gobierno, a ellos recurrían cuando sus derechos habían sido mancillados: eran una escuela viva de educación cívica y hubieran sido un freno efectivo a la invasión de poderes más altos. Eran una institución con arraigo en las costumbres, vinculada a toda nuestra historia”. Siguiendo el tema de los Cabildos explica que su sustitución pudo tener origen en su desprestigio durante la ocupación luso brasileña, aunque no debemos olvidar la representatividad durante la época de Artigas y en el momento de la independencia.
Sobre  Derechos y Garantías, nuestra profesora puntualiza textualmente la enumeración de derechos del capítulo XI de la Constitución, con algunos conceptos resaltados en negrita.

Cierra el análisis con el juicio sobre la Constitución. Sigue las críticas ya avanzadas de Zum Felde y anota que esta constitución produjo las revoluciones, único medio de la oposición para conquistar el poder, que impuso el sistema mayoritario en las elecciones concentrando el poder en un único partido. Caracteriza a este sistema mayoritario de injusto, por las exclusiones e inmoral por obligar a las minorías a realizar coaliciones y capitulaciones de conciencia para obtener triunfos incompletos. Lo califica de fuente de anarquía y de despotismo porque lleva a los excluidos a usar la fuerza y que confunde los conceptos de representación (de todos los ciudadanos) con decisión (de la mayoría). Suma a esto que el presidencialismo impone sus candidatos por el atropello armado, coacción y fraude.

Enumera otras críticas: haber puesto la elección en la Asamblea; no reconocer la libertad religiosa; la privaciones de ciudadanía a los asalariados; el ingreso de los militares al Parlamento;  no haber admitido la coparticipación; omitir los derechos de reunión y asociación y un procedimiento rígido de reforma.

Precisa la idea de encontrar un buen sistema electoral es un problema de fundamental importancia en las democracias representativas. Entre los elogios de la constitución establece que está en el plano liberal de los derechos individuales y que se aproximó a un concepto parlamentario frente a las dictaduras de América.
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